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El cese al fuego entre el Gobierno de Colombia y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) 
representa un avance significativo en la búsqueda de una paz duradera y un contrato social en 
construcción. Con la estructura de un contrato social, el primer pacto obedeció al mutuo 
reconocimiento de partes en calidad de actores políticos que, siendo contrarios en los modos 
de acción y organización deliberada del poder entablarían un proceso de conversaciones hacia 
la paz duradera y el cierre del conflicto armado por vía de la negociación política. El segundo 
pacto inició con la firma del cese al fuego entre el Gobierno de Colombia y el ELN, que hoy es 
la guerrilla más antigua de América y mantiene claramente decidida la continuidad del ideario 
y programa de su fundación, que supera seis décadas de existencia. El esperado tercer pacto 
es el del cierre definitivo del conflicto y la superación de las causas que lo mantienen e incuban 
estructuras insurgentes. 
 
       El cese de fuego, en sí mismo, es un avance significativo para el gobierno y la insurgencia. 
Representa un hito que permitió 360 días sin acciones militares sistemáticas, sin emboscadas, 
masacres, ajusticiamientos ni ejecuciones extrajudiciales, en acatamiento del propósito 
común de búsqueda de una paz duradera en medio de una realidad de violencias más o menos 
estable durante lo corrido del siglo XXI, con indicadores de muerte, despojo y crueldad que 
apenas sí presentan leves movimientos ascendentes o descendentes, y muestra a Colombia 
como uno de los cinco países más conflictivos del mundo y también más desiguales y 
militaristas. Las marcas de décadas de conflicto armado y espirales de violencias de todo 
orden descubren vergonzosas secuelas físicas, mentales y de daños inimaginables a 
consecuencia de la barbarie en que degeneraron las guerras producidas no en dictadura, sino 
en una democracia, dirigida por un poder hegemónico tradicional, de ideología de derecha y 
ultraderecha heredera de la constitución de 1886 que impidió el paso de cualquier tercero en 
la competencia política. El país no ha dejado de estar en la condición de paria e inhumano por 
sus hechos de menosprecio por la vida, el silencio colectivo y el horror normalizado, que 
permitió que la sangre inocente corriera mientras la inteligencia y la decencia democrática 
callaban. 
 
Proteger a la población civil, propósito fundamental 
 
El acuerdo de cese del fuego entre el gobierno y el ELN en sí mismo es el primer gran avance 
de un proceso, que al parecer puede ser más prolongado de lo previsto, hacia el logro de la paz 
definitiva en el territorio colombiano, si las condiciones bloqueo al gobierno popular se 
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mantienen con la actitud y voluntad política del poder hegemónico de impedir que la realidad 
y sus prácticas cambien. Proteger a la población civil, aún así, fue uno de los propósitos 
fundamentales del cese al fuego y se cumplió.  
   
      En el tiempo presente desplazamientos forzados, asesinatos, masacres y violaciones 
recurrentes y masivas de derechos humanos dejaron de ser el anuncio diario por efecto de 
conjunto y de entender el momento histórico del país. La suspensión del uso de las armas 
proporcionó un respiro y una disminución inmediata de las hostilidades, proveyendo garantías 
de seguridad y atención a poblaciones olvidadas, reducción de la violencia y creación de 
condiciones que les permitió a las comunidades afectadas comenzar a reconstruir sus vidas 
sin humillaciones, fomentar el retorno de los desterrados e inclusive atender la llegada masiva 
de turistas a ciertos territorios. 
 
        Sostener el cese de fuego temporal y nacional a pesar de desaciertos, desencuentros y 
adversidades ha llevado a importantes resultados de impacto positivo en el marco de los 
derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario (DIH). El cese, con su sola 
existencia, ha ayudado a reducir las tensiones propias de la latente amenaza de retorno a una 
guerra que, de regresar, sería incierta en sus métodos y medios y fácilmente podría degenerar 
en otro ciclo de barbarie. Del periodo de cese es verificable la disminución de muertes, 
lesiones de civiles y de combatientes y de daños en infraestructuras públicas y privadas. El 
cese de hostilidades armadas redujo de manera significativa los riesgos de enfrentamientos 
entre las fuerzas del Estado y el ELN, así como los ataques a la población civil. Se redujeron 
las acciones violentas, atentados, emboscadas y minas antipersonales, que históricamente 
han cobrado miles de vidas de inocentes en zonas de conflicto. Se amplió la protección de 
grupos vulnerables, especialmente niños, mujeres y ancianos, que recibieron protección 
directa al ser eliminada la amenaza constante de la violencia armada. Hubo un menor 
reclutamiento forzado de menores de edad y adultos jóvenes, protegiendo sus vidas y su 
futuro. Se fortaleció un sentido de la dignidad humana, al favorecer un mejor acceso a los 
precarios servicios básicos como salud, educación, agua potable en territorios alejados, y la 
reducción de la violencia favoreció significativamente la calidad de vida y el respeto por las 
diferencias entre seres humanos. 
 
       El cese de fuego propició condiciones para la reconfiguración de tejidos sociales, la 
reactivación económica y el empleo en los territorios de influencia insurgente, creando un 
ambiente más seguro para el retorno de algunas inversiones y oportunidades laborales para 
promover la idea de quedarse en el territorio. Se alcanzaron niveles de mejora en la promoción 
de derechos humanos, se reafirmaron entornos propicios para integrar valores y principios 
más humanos en las prácticas cotidianas de las comunidades afectadas. La diversidad 
cultural especialmente de pueblos indígenas y afrocolombianos logró visibilizar con menos 
miedos sus realidades y establecer mecanismos para avanzar hacia la reparación y justicia 
sobre quienes afectaron sus proyectos de vida y tejidos culturales. 
 
       Un pilar fundamental del cese al fuego lo constituyó la observación, verificación y 
participación de la comunidad internacional para respaldar el proceso, que ha permitido a 
organizaciones, comunidades de base y organismos internacionales, acompañar, vigilar, 
evaluar, certificar, validar y legitimar lo que las partes cumplen de sus compromisos adquiridos 
y en especial dar cuenta de que no se ha involucrado a la población civil en el desarrollo de 
actividades de guerra, ni afectado a los combatientes delegados en las conversaciones y que 



los compromisos recíprocos han sido respetados. Los mecanismos de verificación han sido 
factor esencial de confianza entre las partes y dado garantías para que el proceso siga su curso 
sin obstáculos insalvables, aunque sea un esfuerzo que requiere perfeccionamiento en la 
medida que las partes han acordado que la continuidad de las conversaciones esté unida a las 
mejoras que tengan que hacerse para su eficaz implementación. 
 
       El cese al fuego ha permitido reducir las tensiones, temores y amenazas en el territorio 
colombiano y contribuido a sentar las bases de confianza a pesar de los desafíos en un 
proceso de esta magnitud, asediado por sectores que actúan desde adentro de las 
instituciones democráticas, desde afuera en alianza con ellos y estructuras organizadas para 
adelantar estrategias de saboteo a la paz. Los resultados han sido alentadores con beneficios 
significativos para la población colombiana. Sin embargo, la paz definitiva y las formas de 
cierre del conflicto son un reto complejo que requiere prudencia, paciencia, respeto y 
sospecha de cierto fatalismo posible, superable en todo caso, con el compromiso de todas las 
partes involucradas, así como del apoyo de la comunidad internacional y de la sociedad civil. 
La firma del cese al fuego ha sido un paso importante hacia la paz, pero aún queda mucho por 
hacer para lograr una Colombia verdaderamente libre de conflicto. 
 
      Es claro para la sociedad en general que la paz no es solo la ausencia de conflicto armado, 
sino la utopía que requiere materialización para alcanzar una sociedad de derechos, un estado 
de derecho y una justicia social con garantías para la convivencia pacífica, en la que todos los 
colombianos y colombianas, puedan vivir con dignidad y seguridad sin exclusiones ni 
discriminaciones, rechazando las prácticas de guerra. En este sentido, el cese al fuego es un 
componente crucial del camino a seguir con el ELN hacia la paz, pero debe ser 
complementado con las reformas estructurales esperadas que traten y eliminen las causas 
subyacentes del conflicto, de las que emerge la insurgencia.  
 
       Sí las reformas no se producen ni se muestran avances contundentes con hechos reales de 
transformación, el cese puede romperse por temporalidades en que el ELN aprovecharía para 
activar y poner en ejercicio sus dinámicas militares como ejercito que es y que requiere 
movilidad para no caer en el suspenso que lo debilite o más complejo y de mayor impacto que 
el ELN use a su favor las amplias justificaciones que provee la realidad material para sostener 
la lucha armada, pudiendo invocar innegables razones objetivas como el ascenso al poder de 
ultraderechas globales, el gobierno global de las transnacionales del capital, la pérdida de 
confianza en las instituciones globales como la ONU o la debilidad y complacencia de los 
gobiernos del mundo con las aberrantes violaciones a derechos humanos e invalidación de 
todas normas y referentes éticos universales, como ocurre con el genocidio del estado de 
Israel contra el pueblo palestino, la inestabilidad de América latina con la intromisión de 
gobiernos extranjeros que impiden la autodeterminación, las secuelas de destrucción y 
despojo causadas por la avaricia de los dueños del capital y la concentración de riqueza 
nacional sin límites ni reglas, el endeudamiento creciente que resta independencia y se 
consume los recursos colectivos, la degradación de derechos humanos específicos como 
salud, trabajo, educación, la desigualdad inamovible en el país, la disparidad de atención a las 
regiones marginadas y de frontera, la impunidad de la gozan los responsables del horror 
padecido y del que permanece constante y la reorganización, crecimiento y acción paramilitar 
vinculada al proyecto vigente de ultraderecha local.    
  
 



El Derecho Internacional Humanitario en el marco del cese de fuego 
 
El cese de fuego ha sido hasta ahora crucial en el desescalamiento del conflicto, entre 
gobierno y ELN, como paso necesario para seguir la búsqueda de llevar el conflicto a su fin. El 
balance advierte la reducción de la violencia directa y una mayor protección de la población 
civil, en acatamiento de las reglas del DIH y en especial del Convenio IV de Ginebra, el artículo 
3 común a los convenios y los principios de distinción entre combatientes y civiles, de 
proporcionalidad de la fuerza cuando hay objetivos militares así establecidos y de prudencia y 
respeto por la vida y dignidad humana. No hubo bombardeos de ningún tipo sobre poblaciones 
inermes o campamentos con presencia de menores, como era la costumbre ciega 
desprendida de la doctrina del enemigo interno; ni se utilizaron minas antipersona ni cilindros 
bomba de baja precisión contra poblados; y no ocurrieron asaltos y tomas de rehenes; ni 
impedimentos para el abastecimiento de alimentos. Hubo algunas acciones de menor 
impacto que ocupan un lugar de excepciones y fueron públicamente rechazadas. 
 
     El cese del fuego entre el gobierno y el ELN es el más prolongado en la historia de las 
negociaciones por la solución política del conflicto armado en las que ha participado esta 
insurgencia. Sirve de marco basado en reconocimiento y respeto al origen, naturaleza y modos 
de acción del poder de cada parte, para futuras negociaciones con otros grupos insurgentes y 
otros factores de la violencia endémica del país, de tratamiento socio-jurídico. Lo ocurrido 
durante el cese es recibido positivamente por los sectores populares, que también son 
conscientes de que, al mismo tiempo, cada logro alcanzado en la construcción de paz 
representa una ofensa para sus detractores y será sometida al más brutal escrutinio, condena 
y rechazo por la llamada oposición en el congreso, los partidos tradicionales y sus aliados 
temporales, los gremios, los medios de comunicación de cadena e interconexión 
internacional, y otros sectores alineados parcial o totalmente con la ultraderecha, todos 
beneficiarios de la guerra, que no conciben como posibilidad una paz negociada y tratarán de 
invalidar cualquier resultado significativo que lleve a la eliminación de la guerra. 
 
El significado del cese desde una perspectiva de derechos humanos 
 
Desde la óptica de los derechos humanos, entendidos como resultados provisionales de lucha 
por la dignidad humana, antecedidos por la lucha constante por obtener los bienes materiales 
para satisfacer necesidades humanas, el cese al fuego tiene un significado profundo y 
multifacético con expresión en la protección de la sociedad civil y una avanzada hacia una 
cultura de paz y no violencia. En 360 días de cese se detuvieron violaciones de derechos que 
eran parte de la costumbre del horror, en afirmación del compromiso real de las partes. La 
población civil fue excluida de las prácticas de ajusticiamientos de un lado y de ejecuciones 
extrajudiciales del otro, así como la abolición de prácticas asociadas a desaparición forzada, 
torturas o vejámenes y el derecho a la vida y la seguridad personal fueron respetados, lo cual 
es un logro de máximo valor, aunque con algunas alteraciones de excepción.  El derecho al 
desarrollo y la promoción del desarrollo humano, contaron con entornos locales más pacíficos 
como prerrequisito para el desarrollo humano y socioeconómico, que empieza por permitirle 
a las comunidades afectadas acceder a servicios básicos y oportunidades económicas, que 
debido al estado de guerra eran inaccesibles. De igual manera el cese permitió asegurar 
garantías de labor sobre tierras productivas y dar mayor atención a la conservación de recursos 
naturales, en zonas rurales afectadas por el conflicto. 



    Explorar el sentido, alcance y significado del cese al fuego entre el Gobierno y el ELN con una 
perspectiva de derechos humanos, empieza por destacar, que el faltante sigue siendo la 
construcción social de una mejor idea de ser humano, humanizado y responsable de sí mismo, 
que sepa cuidar de sí, del otro y del entorno, solidario y con sentido de humanidad. El ideal de 
la eliminación del conflicto está en que en esta nación se respete la vida y dignidad de cada 
ser humano que la habita y que espera una convivencia tranquila, tolerante, respetuosa de las 
diferencias, libre del temor y la miseria para enfrentar como sociedad los desafíos que le 
permitan abrir el camino para entrar con plenitud a esta era contemporánea en la que espera 
rápidamente transitar hacia la reconciliación nacional.  
 
     El cese de fuego va más allá de las armas, tiene un sentido común orientado a promover el 
paso de la desesperación de su tragedia, visibilizada en buena medida gracias al proceso y 
acuerdo de paz entre el Gobierno y las FARC, hacia la esperanza de la vida en paz y con 
derechos. El cese del fuego fue resultado del encuentro de actores políticos con agendas 
similares, extraídas de la desigualdad, la exclusión, las carencias, la discriminación, la 
explotación y la negación de garantías a derechos universales especialmente a sectores 
sociales mayoritarios hasta ahora tratados como subalternos por la hegemonía de una minoría 
de grupos y familias en ejercicio del poder real, a las que se contraponen las agendas, tanto de 
una insurgencia del ELN con 60 años de existencia, con acumulados políticos e influencia 
social en territorios e incidencia nacional de un lado de la mesa, y del otro lado las establecidas 
por un gobierno elegido con los votos de sectores sociales, fuerzas independientes y sectores 
de izquierda política, que lo legitiman para acelerar las condiciones que induzcan y produzcan 
cambios relevantes de tipo ideológico, económico, social y cultural.  
 
        Las partes a través de los ciclos de conversación en la mesa y con los apoyos del comité 
nacional de participación, conformado por más de 80 representaciones sociales, académicas, 
políticas y gremiales, y de gobiernos extranjeros garantes y de instituciones globales como la 
ONU, han encontrado las coincidencias necesarias para convertirla estas agendas en el 
argumento principal de impulso a la paz, evitando la exposición a rupturas en el dialogo franco 
y abierto. Los acercamientos iniciales crearon confianza para componer la mesa de 
conversaciones como escenario de deliberación y expresión de modos de acción distintos en 
el ejercicio del poder popular, pero dispuestos cooperar en torno al propósito común de 
avanzar hacia la eliminación de la guerra y la violencia como factor insertado de la vida política, 
social y cotidiana de la nación colombiana. 
 
       El nuevo gobierno, que es el primero de naturaleza distinta a la hegemónica tradicional, ha 
encarnado la posibilidad de ejercer el poder popular desde adentro del estado, 
gubernamentalizado y con amplio respaldo de movilización en las calles y ha respondido con 
rigor, tratando de fortalecer las bases del constituyente primario, el pueblo y de entregarle 
herramientas institucionales para que pueda desplegar su capacidad para adelantar las 
transformaciones esperadas hacia una sociedad de derechos. La situación de cese permitió 
identificar un diagnóstico común Gobierno-ELN sobre la realidad del país y ha develado la 
coincidencia de que la agenda social, más que política, es el lugar común del que emerge el 
mandato popular tanto del gobierno como de la insurgencia, haciéndolo más similar de lo 
pensado y determinante para poner históricamente del mismo lado al Gobierno y al ELN, y 
promover que juntos empujen al cierre definitivo del conflicto armado y a la consolidación de 
poder popular, que derrumbe las estructuras del poder hegemónico tradicional de doscientos 
años de existencia en el ejercicio del poder y control del estado, sin objetores, ni contrarios.  



       Aunque los modos de acción del poder popular del gobierno popular y el ELN sean 
divergentes, el escenario conjunto del cese de fuego produjo la experiencia y acumuló la 
suficiente confianza entre las partes para compartir una lectura común de una misma realidad 
y proponer alternativas conjuntas de solución en las que el ejercicio del poder no sea de 
violencia. El cese confirmó que el estado es el único responsable del cumplimiento de los 
derechos, mientras que el ELN hizo evidentes formas alternativas de gobierno popular con 
influencia en el territorio y orientación de las transformaciones en la vida de la gente y el 
desarrollo territorial con justicia social. 
 
     El cese al fuego entre el Gobierno y el ELN es un avance significativo en la búsqueda de una 
paz duradera en Colombia, aunque tiene como precedente inmediato la parálisis parcial de la 
implementación de los acuerdos de la habana, hecho trizas por la ultraderecha nacional, la 
persecución y asesinato selectivo de excombatientes y lideres sociales y la modificación 
implícita de reglas propias de la justicia restaurativa, para juzgar a unos y eliminar terceros 
responsables, lo que causa temor y desconfianza en las estructuras de dirección y base del 
ELN.  A pesar de estas talanqueras la protección de la población civil, la reducción de la 
violencia y la creación de un ambiente propicio para la negociación son logros importantes de 
este proceso.  
 
       Desde una perspectiva de derechos humanos, el cese al fuego representa un paso crucial 
hacia la reconciliación nacional y la construcción de una sociedad más justa y equitativa. Sin 
embargo, el camino hacia la paz definitiva aún es largo y está lleno de desafíos, especialmente 
frente a la oposición y los sectores de derecha y ultraderecha que no conciben una paz 
negociada y no cesan de promover la formula ya fracasada de la derrota militar del enemigo 
interno, que aún anuncian, en desarrollo de la doctrina militar de la seguridad democrática, 
que convirtió a la población civil en un foco de menosprecio con letales e imborrables 
crueldades sobre inocentes presentados como insurgentes.  
 
      La continuidad del cese de fuego, de la mesa de conversaciones y las negociaciones, son 
parte esencial, necesaria e indispensable para que los sectores populares puedan fortalecer 
su unidad de agendas, reforzar las estructuras de organización popular, mantener la 
movilización y avanzar más allá del gobierno actual, hacia la sociedad de derechos y del estado 
de derecho por las que propenden el gobierno y el ELN en la mesa de conversaciones, que 
tendrá vigencia mientras persista el interés por la búsqueda del derecho a la paz y que 
necesariamente se refleje en la materialización de acuerdos y se reafirme en el respeto de las 
partes como factor de eliminación de la confrontación y gane legitimidad ante la sociedad por 
sus alcances en la realización inmediata de los derechos humanos, como base para avanzar 
en el proceso de humanización y de ganar sentido de humanidad para que la rebeldía ante 
cualquier injusticia pueda estar siempre presente sin la necesidad de acudir a las armas.   
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